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PROYECTO DE LEY 024 DE 2011 CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 169 del Código Civil Co-
lombiano quedará así:

Artículo 169. La per-
sona que teniendo hijos bajo su patria potestad o perso-
nas bajo su tutela y curatela, quisiere casarse o confor-
mar unión marital de hecho, deberá proceder a elaborar 
el inventario de los bienes que está administrando, de 
la persona a su cargo.

Para la elaboración de este inventario, se nombra-
rá a dichos hijos o personas bajo su tutela o curatela, 
un curador especial, quien tendrá la obligación legal 

propiedad de quien representa de la siguiente forma:
1. Cuando se trate de bienes inmuebles, deberá se-

ñalar el modo y título de adquisición de los bienes con-
signados en el inventario.

2. Para bienes inmuebles o para bienes muebles con 
un valor igual o superior a los cincuenta salarios míni-
mos legales mensuales vigente (50 smlmv), este inven-
tario deberá ser solemne.

3. Cuando se trate de bienes muebles inferiores a la 
cuantía establecida en el numeral anterior, bastará que 
el curador especial suscriba el inventario de bienes.

Artículo 2°. El artículo 170 del Código Civil Co-
lombiano quedará así:

Artículo 170. No habrá lugar al nombramiento de 
curador, cuando los hijos bajo patria potestad, o las per-
sonas bajo tutela o curatela, de quien pretenda contraer 
nupcias o conformar unión marital de hecho, no tengan 
bienes propios de ninguna clase.

En tal evento, bastará que quien pretenda contraer 
las nupcias o conformar la unión marital de hecho refe-
ridas en el inciso anterior, así lo declaren bajo juramen-
to ante notario público o juez de familia o promiscuo o 
ante la autoridad competente en caso de no existir en el 
municipio notario o juez.

Parágrafo. La falta a la verdad en la declaración, 
hará acreedor a quien pretende contraer nupcias o con-
formar unión marital de hecho, a las sanciones penales 
correspondientes y a la pérdida del usufructo legal de 
los bienes que administra, y a una sanción pecuniaria 
consistente en una multa a favor del Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, equivalente a cinco (5) sa-
larios mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de 
imposición de la multa.

La multa será impuesta por el notario o por el juez 
ante quien se hizo la declaración jurada a petición de 
cualquier persona, del Ministerio Público o del Defen-
sor de Familia.

Artículo 3°. El artículo 171 del Código Civil Co-
lombiano quedará así:

Artículo 171. Los jueces, notarios o la autoridad 
competente se abstendrán de autorizar el matrimonio, 
hasta cuando la persona que pretenda contraer nupcias 
o conformar unión marital de hecho, presente copia au-
téntica de la providencia judicial o acta notarial por la 
cual se le designó curador a los hijos o a la persona bajo 
tutela o curatela, del auto que le designó el cargo y del 
inventario solemne de los bienes, o de la declaración 
juramentada sobre la inexistencia de bienes, según co-
rresponda.

En todo caso, se le advertirá a la persona sobre las 
consecuencias jurídicas de ocultar la información res-
pecto de la existencia de bienes del hijo o de la persona 
sujeta a tutela o curatela.

Parágrafo. La violación de lo dispuesto en este artí-
culo, ocasionará respecto del juez, notario o a la autori-
dad competente, una sanción pecuniaria consistente en 
una multa a favor del Instituto Colombiano de Bienes-
tar Familiar, equivalente a cinco (5) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes al momento de la imposi-
ción de la multa, sin perjuicio de las acciones discipli-
narias a que hubiere lugar. Dicha multa se impondrá al 
respectivo juez o notario por el Consejo Superior de 
la Judicatura o por la Superintendencia de Notariado y 
Registro, según el caso, a petición de cualquier perso-
na, del Ministerio Público, o del Defensor de Familia.
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Artículo 4°. La presente 
ley regirá a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias, en especial el 
Decreto 2817 de 2006.

De los honorables Congresistas,
,

Senador de la República.
,

Representante a la Cámara.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

-
guir protegiendo los derechos patrimoniales de los ni-
ños, niñas, adolescentes y de las personas bajo tutela 
y curatela, y equilibrar los derechos de los padres en 
relación con los derechos de los niños, niñas y adoles-
centes.

El proyecto de ley busca fundamentalmente los si-
guientes cinco (5) objetivos:

1. Contribuir a la descongestión de los despachos 
judiciales en el área del derecho de familia, llevando 
el proceso de confección del inventario solemne a ser 
un trámite notarial, cuando se desee contraer nupcias o 
constituir la unión marital de hecho.

2. Evitar procesos innecesarios y costosos de quie-
nes, teniendo hijos menores de edad o personas bajo 
su tutela o curatela sin bienes propios, desean contraer 
matrimonio o constituir unión marital de hecho.

3. Agilizar estos procesos, cuando sean necesarios, 
pues aun siendo de jurisdicción voluntaria, el lapso 
para obtener una decisión puede ser de ocho (8) a doce 
(12) meses aproximadamente.

4. Desarrollar el derecho constitucional consagrado 
en el artículo 13 de la Carta Superior, respecto de quie-
nes deseen contraer nupcias o constituir unión marital 
de hecho, teniendo hijos menores de edad o personas 
bajo su tutela o curatela.

5. Proteger el patrimonio del hijo menor de edad 
o de quien estando bajo tutela o curatela tiene bienes 
propios.

En la actualidad los jueces colombianos se ocupan 
de numerosas causas relacionadas con el Inventario So-
lemne de Bienes de Menores, para segundas nupcias y 

que se considera necesario para la protección patrimo-
nial de los menores y que además la Corte Constitucio-
nal lo ha declarado exequible a través de la Sentencia 
C-812 de 2001, como se expone: “Así pues, las medi-
das consagradas en los artículos 169 y 170 del Código 
Civil y el artículo 3° del Decreto-ley 2668 de 1998 se 
enmarcan dentro de las limitaciones que a la luz de la 
Constitución es posible imponer al principio de la bue-
na fe. Máxime si se tiene en cuenta que se trata de niños, 
quienes además de estar contemplados en la protección 
genérica de personas en estado de debilidad contempla-
da por el artículo 13 de la Carta Política, gozan de una 
protección especial por el artículo 44, según el cual la 
familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de 
garantizar el pleno ejercicio de sus derechos, los cuales 
prevalecen sobre los derechos de los demás…”1.

Sin embargo, el presente proyecto de ley refuerza lo 
establecido por la ley, en el sentido de mantener la nor-
ma y la hace más ágil y efectiva, sin que se desgaste el 
aparato judicial y evita demoras y gastos innecesarios.

Para muchas personas en Colombia ha sido un 
obstáculo, por diferentes causas, la existencia de un 

1 Corte Constitucional C-812 de 2001

proceso judicial previo y obligatorio, con miras a con-
traer segundas nupcias o conformar una unión marital, 
existiendo hijos menores, así estos últimos no tengan 
bienes. La ley original, reguladora de esta materia, no 
sólo consagra que sean de precedente matrimonio, y 
requisito para volverse a casar, sino que no menciona 
la unión marital, la cual es ahora una forma de cons-
tituir pareja y familia, ampliamente reconocida por la 
Constitución Política en su artículo 42, y con múltiples 
pronunciamientos garantistas que han redundado en su 
desarrollo jurisprudencial (Sentencias C-105 de 1994, 
C-289 de 2000, C-812 de 2001).

“
-
-

2

De la misma manera nuestro Código Civil, en algu-
nos apartes ha quedado rezagado por la terminología 
que usa o por asuntos no previstos en su normatividad.

Es por ello que este proyecto de ley pretende que 
se incorpore la unión marital dentro el articulado que 
se ha establecido para el inventario de bienes de me-
nores, y busca excluir las expresiones: de precedente 
matrimonio volver a artículos 169 a 171, por cuan-
to podrían ser violatorias de derechos fundamentales 
como la igualdad, la familia y la dignidad humana.

Cada iniciativa legislativa debe complementarse 
con la experiencia real de lo que se quiere elevar a es-
tatus jurídico. Es así como se han evidenciado muje-
res y hombres solteros, divorciados o viudos, con hijos 
menores que no poseen bienes, y que deciden casarse 
o formalizar una unión marital y por este requisito (pro-
ceso judicial), se les retardan las actividades y proyec-
tos de realización personal.

Por ello, este proyecto busca, que si el niño, niña, 
adolescente o la persona sujeta a tutela o curaduría de 
quien opta por celebrar matrimonio o constituir unión 
marital de hecho, no tiene bienes propios, baste con su 

-
que o corrobore esta situación, para que se le expida la 

Es de señalar que con la Ley 962 de 2005, llama-
da comúnmente Ley Antitrámites, se le otorgó compe-
tencia legal a los notarios para que en sus despachos, 
se pudiera adelantar el trámite de petición del inven-
tario solemne de bienes (teniendo o no teniendo los 
niños bienes) y protocolización de la escritura pública, 
pero dicha norma no autorizó al notario para efectuar 
el nombramiento del curador para la declaración jura-
mentada ante él, sino que sigue esta función en cabeza 
del juez, lo que dilata este proceso. (Decreto 2817 de 
2006, artículos 7° y ss.).

De igual forma, con este proyecto se mantiene la 
protección de los niños, niñas y adolescentes o perso-
nas sujetas a tutela o curaduría y sus bienes, hacién-
dola compatible con la buena fe del padre o la madre, 
quien en caso de faltar a ese principio incurrirá en las 
sanciones de ley pertinentes, tanto a nivel civil como 
penal.

Es necesario advertir que esta iniciativa fue presen-
tada en la anterior legislatura en la Cámara de Repre-
sentantes, y durante el tránsito que hizo en la Comisión 

2 Corte Constitucional C-209 de 2000.
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Primera fue designado como Ponente el honorable Re-
presentante William Vélez, quien rindió ponencia po-
sitiva introduciéndole aportes importantes. Aunque la 
ponencia no fue discutida, los argumentos planteados 
en ella fueron tenidos en cuenta en esta nueva presen-
tación del proyecto.

Con base en lo expuesto, solicitamos a los honora-
bles Congresistas acoger la presente iniciativa.

Impacto Fiscal
-

dena la Ley 819 de 2003, la Corte Constitucional 
se ha pronunciado, entre otras, en Sentencias como 
las: C-490 de 1994, C-343 de 1995, C-685 de 1996, 
C-197 de 2001, C-1250 de 2001, C-1113 de 2004, 
C-500 de 2005, C-729 de 2005 y C-290 de 2009; 
en donde desarrollan, entre otros temas, el principio 
de anualidad, el principio de legalidad del gasto pú-
blico y la forma como el Gobierno puede hacer las 
inclusiones necesarias en el Presupuesto General de 
la Nación, en lo que tiene que ver con la constitucio-
nalidad y la competencia legislativa para declarar un 
gasto público.

Así mismo, mediante Sentencia C-985 de 2006, la 
honorable Corte Constitucional se pronunció sobre la 
iniciativa que tienen los congresistas en materia de gas-
to, así:

“Del anterior recuento se desprende que la Corte 
Constitucional ha establecido i) que no existe reparo 
de constitucionalidad en contra de las normas que se 
limitan a autorizar al Gobierno para incluir un gasto, 
pero de ninguna manera lo conminan a hacerlo. En es-
tos casos ha dicho la Corporación que la Ley Orgáni-
ca del Presupuesto no se vulnera, en tanto el Gobierno 
conserva la potestad para decidir si incluye o no dentro 
de sus prioridades, y de acuerdo con la disponibilidad 
presupuestal, los gastos autorizados en las disposicio-
nes cuestionadas…”.

Además, la misma Corporación, en Sentencia C- 
290 de 2009, al respecto dijo:

“La Corte observa que en el artículo objetado nada 
hay que permita asimilar sus enunciados a una orden 
dotada de carácter imperativo y de conformidad con 
la cual se pretenda privar al Gobierno Nacional de la 
facultad de decidir si incorpora o no el gasto autoriza-
do dentro del presupuesto, pues, al contrario de lo que 
sostiene el ejecutivo, en los términos utilizados por el 
legislador no se avizora presión alguna sobre el gasto 
público, sino el respeto del ámbito competencial que 
corresponde al Gobierno, al cual se le reconoce la po-
sibilidad de considerar la incorporación de las partidas 
presupuestales y de hacerlo de acuerdo con los recursos 

que se acaba de examinar, motivo de inconstituciona-
lidad que conduzca a la invalidación del artículo obje-
tado”.

De conformidad con los argumentos jurídicos seña-
lados anteriormente, es preciso advertir que la presente 
iniciativa no ordena gasto adicional ni tampoco otorga 

7° de la Ley 819 de 2003; por lo tanto, esta iniciativa 

De los honorables Congresistas,
,

Senador de la República.
,

Representante a la Cámara.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL
El día 27 de julio del año 2011 ha sido presenta-

do en este despacho el Proyecto de ley número 024 de 
2011 Cámara, 

, con su correspondiente exposición 
de motivos, por el honorable Senador 

 y la honorable Representante a la Cámara -
.

El Secretario General,

P O N E N C I A S
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 08 
DE 2010 SENADO, 165 DE 2010 CÁMARA

.
Bogotá, D. C., julio 27 de 2011
Doctor
SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ
Presidente
Cámara de Representantes
Ciudad.
Ref.: Informe de Ponencia para segundo debate al 

Proyecto de ley número 08 de 2010 Senado, 165 de 
2010 Cámara -

.
SÍNTESIS DEL PROYECTO

constitutivas de discriminación racial.
TRÁMITE DEL PROYECTO

Origen: Congresional.

Autor: Bancada del Movimiento Político Mira.
Proyecto Publicado: Gaceta del Congreso número 

459 de 2010.
Primer debate Comisión I Senado: Gaceta del Con-

greso número 799 de 2010.
Segundo debate Plenaria de Senado: Gaceta del 

Congreso número 24 de 2011.
Primer debate Comisión I Cámara: Aprobado por 

unanimidad el 14 de junio de 2011.
COMPETENCIA Y ASIGNACIÓN  

DE PONENCIA
De acuerdo con el artículo 174 de la Ley 5ª de 1993, 

luego de haber sido ponentes para primer debate, el 14 
de junio de 2011, durante la sesión de la Comisión Pri-
mera, fuimos designados ponentes para segundo debate 
de este proyecto de ley.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO
El proyecto de ley consta de nueve (9) artículos des-

critos a continuación:
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Artículo 1°

Establece que el objeto de esta ley es la protección 
de los derechos fundamentales de las personas que 
puedan ser víctimas de actos de discriminación 
racial.

racial.

Artículo 2° Crea un nuevo título en el libro segundo del 
Código Penal.

Artículo 3° Consagra el tipo penal de actos de discriminación.

Artículo 4° Consagra el tipo penal de hostigamiento por mo-
tivos de raza u origen nacional, étnico o cultural.

Artículo 5° Establece siete (7) causales de agravación punitiva.
Artículo 6° Establece dos (2) causales de atenuación de la pena. 
Artículo 7° Establece el tipo penal de Apología del Genocidio.
Artículo 8° Vigencia.

COMENTARIOS DEL PONENTE
Consideraciones preliminares

Las distinciones arbitrarias y las prácticas discrimi-
natorias de las que son víctimas algunas personas, aten-
diendo a criterios de raza, religión, sexo, orientación 

que deben ser contrarrestadas y abolidas utilizando los 
medios al alcance del Estado.

En esta ocasión la propuesta es penalizar los actos 
constitutivos de discriminación racial, como una de las 
primeras medidas que se deben tomar para avanzar ha-
cia una sociedad en la que la generalidad de las perso-
nas rechacen todo tipo de actos discriminatorios.

A este respecto Amnistía Internacional ha determi-
nado que la discriminación “ -

-

”1.
Si bien es cierto uno de los grupos poblacionales 

más discriminados son los grupos indígenas y afrodes-
cendientes, también lo es, que no son los únicos grupos 
sociales que se ven afectados gravemente como con-
secuencia de actos de discriminación, actualmente en 
Colombia hay personas que se encuentran en una situa-
ción de desventaja frente a las demás, por razón de su 
pertenencia a determinada religión, por sus ideologías, 
o por su orientación sexual, lo que genera que estos 
grupos de personas sean privadas arbitrariamente del 
pleno ejercicio de sus derechos en condiciones iguali-
tarias.

Protección del Derecho a la Igualdad
El artículo 13 de la Constitución Política de Colom-

bia preceptúa lo siguiente:
“

-

sin ninguna discriminación por razo-
nes de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 

-

-

”
El principio constitucional de igualdad nos impone 

el deber de proteger en forma igualitaria a todos los 

1 www.amnesty.org

coasociados independientemente a sus condiciones fí-
sicas y personales. Infortunadamente en Colombia se 
presentan actos de discriminación por razones de géne-
ro hacia las mujeres a nivel laboral, salarial y político, 
por razones raciales son múltiples las manifestaciones 
de violencia y agresión hacia las comunidades afrodes-
cendientes, por razones étnicas se presentan exclusio-
nes atendiendo a su origen personal, se presentan con-
ductas arbitrarias en contra de la libertad de culto y las 
preferencias de credo y otras múltiples agresiones que 
deben ser abolidas.

La tendencia de discriminación, exclusión social y 
marginación de ciertos grupos sociales debe empezar a 
cambiar y es deber del legislador garantizar condicio-
nes para que la igualdad sea real y efectiva, de acuerdo 
con lo anterior esta ley antidiscriminación es una opor-
tunidad histórica para el Congreso de la República para 
tomar medidas efectivas que empiecen a erradicar las 
formas de discriminación aún existentes en Colombia.

Declaraciones Internacionales  
contra la Discriminación

La organización de las Naciones Unidas en diferen-
tes declaraciones ha establecido que los Estados deben 
procurar por la eliminación de cualquier forma de dis-
criminación:

-
manos, en su artículo 2°, consagra que “ -

-
-
-

-

”

Políticos establece, en su artículo 2°, que “

-

-

”

las formas de discriminación contra la mujer” se esta-
bleció el deber de los Estados partes de tomar las medi-
das legislativas, administrativas y judiciales necesarias 
para eliminar toda “

-

-

”
-

nación de todas las formas de discriminación racial” 
se estableció, igualmente el deber de los Estados de 
tomar las medidas necesarias para eliminar “ -
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-

”
-

(XXXVIII-O/08) denominada “
” en la que 

condena los actos de violencia y las violaciones de de-
rechos humanos perpetradas contra individuos a causa 
de su orientación sexual e identidad de género y conmi-
na a los Estados a investigar los actos de violencia y las 
violaciones de derechos humanos perpetrados contra 
individuos a causa de su orientación sexual e identidad 
de género, para que los responsables enfrenten las con-
secuencias ante la justicia.

Ki-moon, el 10 de diciembre del año 2010, Día Inter-

“ ”, resaltó los 

pro de la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación y conminó a los Estados a hacer más efectiva 
su labor.

-
ción G.E. 11. 14197, en la que solicita de manera prio-
ritaria hacer un seguimiento en todas las regiones del 
mundo de las prácticas discriminatorias que se reali-
cen contra las personas por razones de su orientación 
sexual e identidad de género.

Leyes Antidiscriminación en el mundo
En el derecho comparado, las leyes antidiscrimi-

nación protegen a todos los grupos poblacionales que 
pueden verse afectados por actos de discriminación 
como se observa a continuación:

-

y eliminar la discriminación”, en esta ley se prohíbe 
todo tipo de discriminación basada en el origen étnico 
o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición social 
o económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, 
religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil 
o cualquier otra que tenga por efecto impedir o anular 
el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la 
igualdad real de oportunidades de las personas.

Legislativa Plurinacional expidió la ley 737 “contra el 
racismo y toda forma de discriminación” a través de 
la cual se establecen una serie de medidas educativas, 
administrativas, disciplinarias y penales para combatir 
todas las formas de discriminación.

la Ley 23.592 Antidiscriminación, a través de la cual 
se penalizan los actos constitutivos de discriminación 
por razones de raza, religión, nacionalidad o ideas po-
líticas. En la actualidad se está tramitando un nuevo 
proyecto de ley para ampliar el rango de protección a 
los discriminados por razones de su orientación sexual.

-
pidió la Ley 17.817, que declara de interés nacional la 
lucha contra el racismo, la xenofobia y toda otra forma 
de discriminación y establece medidas administrativas 
para la lucha contra la discriminación.

-
túa que el que por sí o mediante terceros discrimine 
a una o más personas o grupo de personas, o incite o 
promueva en forma pública actos discriminatorios, por 

-
liación, edad, discapacidad, idioma, identidad étnica y 

cultural, indumentaria, opinión política o de cualquier 
índole, o condición, con el objeto de anular o menos-
cabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los dere-
chos de la persona, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de dos años, ni mayor de tres o 
con prestación de servicios a la comunidad de sesenta a 
ciento veinte jornadas.

(Allgemeines Gleichbehandlungsgesetz - AGG) entró 
en vigencia el 18 de agosto de 2006, contempla una 
serie de medidas judiciales en busca de que en la socie-
dad alemana se elimine toda forma de discriminación 
por razones de etnia, sexo, discapacidad, religión, con-
vicciones, edad o identidad sexual.

de Ley de Igualdad de Trato, que busca entre otras 
cosas sancionar pecuniariamente la discriminación 
por razones de nacimiento, origen racial o étnico, 
sexo, religión, convicción u opinión, edad, discapa-
cidad, orientación o identidad sexual, enfermedad o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social, adicionando a los principios recogidos en la 
Constitución Española la discriminación por motivo 
de identidad sexual y la que se produce por motivo 
de enfermedad.

En conclusión, la tendencia general de los países 
que promulgan normas antidiscriminación lo hacen co-
bijando toda clase de discriminación que represente un 
menoscabo para la persona afectada.

Pronunciamientos de la Corte Constitucional  
en relación con la Discriminación

Por su parte, la Corte Constitucional en diversas 
providencias ha establecido que, en virtud del artícu-
lo 13 de la Constitución y del Bloque de Constitucio-
nalidad en Colombia, deben estar proscritas todas las 
formas de discriminación y, entre otros, ha hecho los 
siguientes pronunciamientos:

 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz:

-

-
-

-

, M.P. Rodrigo Escobar Gil:
-

-

-

-

-
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M.P. Jaime Córdoba Triviño:

-

-
-

-

-

-

-

-

Audiencia Pública
El día 26 de mayo del año en curso, en virtud del 

artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, se realizó audien-
cia pública sobre el Proyecto de ley número 8 de 2010 
Senado, 165 de 2010 Cámara, 

-
, en la Audiencia hubo nueve (9) intervenciones 

que a continuación se relacionan.
Síntesis de los comentarios presentados:
1. Jaime Rosental, Presidente de la Confedera

ción Colombiana de Comunidades Judías:
-

les que regulan lo relacionado a la discriminación.

de la discriminación en el mundo y en Colombia.

los tipos de discriminación.
2. Marcos Peckel, Director Ejecutivo Confedera

ción Colombiana de Comunidades Judías:

Rosental de ampliar el objeto de la ley a la penalización 
de todos los tipos de discriminación y no únicamente 
los relacionados con la discriminación por razones de 
raza o etnia.

3. Parsiano Asprilla, Director de la Asociación de 
Profesionales Afrodescendientes:

-

de la discriminación racial.
4. Gerson Chaverra, Magistrado Sala Penal Tri

bunal Superior de Bogotá:

con un caso de discriminación que le ocurrió en desa-
rrollo de sus funciones de Juez.

penal en contra de la discriminación.
5. Juan de Dios Mosquera, Director Nacional 

Movimiento por los Derechos Humanos Afrocolom
bianos Cimarrón:

que han padecido históricamente las comunidades ne-
gras.

-
cendientes es de desventaja frente a las demás perso-
nas.

-
más tipos de discriminación.

6. Henry Tenorio Segura, Presidenta de la Cor
poración para el desarrollo Afrodescendiente:

necesidad de que sea aprobado con celeridad por la Cá-
mara de Representantes.

7. Luis Ernesto Olave, director Fundesarrollo 
Afro:

-
das con actos de discriminación que hacen que se re-
quiera una ley de este tipo.

comunidades afrodescendientes y demás minorías étni-
cas a las que afecta la ley.

8. Dolly Mosquera, Consultora Distrital para 
asuntos Afro.

discriminada y hace un esquema de la situación de las 
comunidades afrodescendientes en Colombia.

9. Fanny Ochoa, Directora del Centro Cultural 
Islámico.

-
der la penalización a todo tipo de discriminación, como 
una medida que propugna por una sociedad más justa 
e igualitaria.

Comentarios de los ponentes a la Audiencia Pú
blica

Coinciden los ponentes con las sugerencias de la 
comunidad judía, de la comunidad islámica, con di-
versos sectores sociales y con el Gobierno Nacional en 
ampliar el objeto del proyecto de ley a toda forma de 
discriminación, no solo atendiendo a razones raciales y 
étnicas, sino igualmente por razones de religión, nacio-

-
ción sexual.

En respuesta a la solicitud de Luis Ernesto Ollave 
en relación a la consulta previa, se aclara que al ampliar 
el objeto de la ley a todo tipo de discriminación el pro-
yecto de ley deja de estar cobijado con el requisito de la 
Consulta Previa, que en principio se requería tal y como 
fue presentado y aprobado el proyecto de ley en primer 
y segundo debate, de conformidad con lo establecido 
por la Corte Constitucional en la Sentencia C-175-09, 
M.P. Luis Ernesto Vargas: “ -

-

prima facie ”
Conclusión
De conformidad con lo establecido en las anterio-

res consideraciones se observa a todas luces que al ser 
deber del Estado garantizar a todos los habitantes del 
territorio colombiano, la igualdad de trato con indepen-
dencia de su condición natural o social, su ideología, 

-
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dividual, este Proyecto de ley debe constituir un paso 
hacia adelante en la protección de las personas contra 
toda forma de discriminación, y ampliar los actos de 

que cause un grave perjuicio a una persona.

En el artículo 7° del proyecto de ley que a su vez 

expresión “ ” contenida 
en el mismo y propuesta para primer debate, por con-
siderar que el tipo penal quedaba demasiado amplio y 
se prestaba para interpretaciones erróneas, es decir que 

verbo rector de “
” al tipo penal del apología del genocidio.

PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones, nos permitimos 

solicitar a los miembros de la Cámara de Representan-
tes aprobar en segundo debate el Proyecto de ley núme-
ro 8 de 2010 Senado, 165 de 2010 Cámara, 

Cordialmente,
, Coordinador; , 

, , 
, , Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 8 DE 2010 

SENADO, 165 DE 2010 CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . Esta ley tiene por ob-
jeto garantizar la protección de los derechos fundamen-
tales de una persona, grupo de personas, comunidad o 
pueblo, que son vulnerados a través de actos de discri-
minación.

Artículo 2°. El título I del libro II del Código Penal 
tendrá un capítulo IX, del siguiente tenor:

CAPÍTULO IX
De los actos de discriminación

Artículo 3°. El Código Penal tendrá un artículo 
134A del siguiente tenor:

Artículo 134 A. Actos de Discriminación. El que 
arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún 
modo menoscabe el pleno ejercicio de los derechos de 
las personas por razón de su raza, etnia, religión, nacio-

-
ción sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta 
y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 4 °. El Código Penal tendrá un artículo 
134B del siguiente tenor:

Artículo 134 B. Hostigamiento por motivos de 
raza, religión, ideología política, u origen nacional, 
étnico o cultural. El que promueva actos, conductas 
o comportamientos constitutivos de hostigamiento, 
orientados a causarle daño físico, psicológico, moral o 
patrimonial a una persona, grupo de personas, comu-
nidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, 

orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a 
treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince 
(15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sal-
vo que la conducta constituya delito sancionable con 
pena mayor.

Artículo 5 °. El Código Penal tendrá un artículo 
134C del siguiente tenor:

Artículo 134 C. Circunstancias de agravación pu-
nitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores 
se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando:

1. La conducta se ejecute en espacio público, esta-
blecimiento público o lugar abierto al público.

2. La conducta se ejecute a través de la utilización 
de medios de comunicación de difusión masiva.

3. La conducta se realice por servidor público o per-
sona en ejercicio de funciones propias del cargo que 
ostenta.

4. La conducta se efectúe por causa o con ocasión 
de la prestación de un servicio público.

5. La conducta se dirija contra niño, niña, adoles-
cente, persona de la tercera edad o adulto mayor.

6. Cuando los actos constitutivos de discriminación 
impiden al agredido el uso, goce y disfrute de uno o 
todos sus derechos fundamentales.

7. Cuando la conducta esté orientada a negar o res-
tringir derechos laborales.

Artículo 6°. El Código Penal tendrá un artículo 
134D del siguiente tenor:

Artículo 134 D. Circunstancias de Atenuación 
Punitiva. Las penas previstas en los artículos anterio-
res, se reducirán en una tercera parte cuando:

1. El sindicado o imputado se retracte públicamente 
de manera verbal y escrita de la conducta por la cual se 
le investiga.

2. Se dé cumplimiento a la prestación del servicio 
que se denegaba.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 102 del Código 
Penal.

Artículo 102. Apología del Genocidio. El que por 
cualquier medio difunda ideas o doctrinas que propi-
cien, promuevan 
de genocidio, o pretendan la rehabilitación de regíme-
nes o instituciones que amparen prácticas generadoras 
de las mismas, incurrirá en prisión de noventa y seis 
(96) a ciento ochenta (180) meses, multa de seiscien-
tos sesenta y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil 
quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos 
y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta 
(180) meses.

Artículo 8°. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Cordialmente,
, Coordinador; , 

, , 
, , Ponentes.

TEXTO APROBADO EN LA COMISIÓN PRIMERA 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESEN
TANTES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 8 DE 

2010 SENADO, 165 DE 2010 CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . Esta ley tiene por ob-
jeto garantizar la protección de los derechos fundamen-
tales de una persona, grupo de personas, comunidad o 
pueblo, que son vulnerados a través de actos de discri-
minación.
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Artículo 2°. El título I del libro II del Código Penal 
tendrá un capítulo IX, del siguiente tenor:

CAPÍTULO IX
De los actos de discriminación

Artículo 3°. El Código Penal tendrá un artículo 
134A del siguiente tenor:

Artículo 134 A. Actos de Discriminación. El que 
arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún 
modo menoscabe el pleno ejercicio de los derechos de 
las personas por razón de su raza, etnia, religión, nacio-

-
ción sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta 
y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 4°. El Código Penal tendrá un artículo 
134C del siguiente tenor:

Artículo 134 C. Hostigamiento por motivos de 
raza, religión, ideología política, u origen nacional, 
étnico o cultural. El que promueva actos, conductas 
o comportamientos constitutivos de hostigamiento, 
orientados a causarle daño físico, psicológico, moral o 
patrimonial a una persona, grupo de personas, comu-
nidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, 

orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a 
treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince 
(15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sal-
vo que la conducta constituya delito sancionable con 
pena mayor.

Artículo 6 °. El Código Penal tendrá un artículo 
134D del siguiente tenor:

Artículo 134 D. Circunstancias de agravación pu-
nitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores 
se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando:

1. La conducta se ejecute en espacio público, esta-
blecimiento público o lugar abierto al público.

2. La conducta se ejecute a través de la utilización 
de medios de comunicación de difusión masiva.

3. La conducta se realice por servidor público o per-
sona en ejercicio de funciones propias del cargo que 
ostenta.

4. La conducta se efectúe por causa o con ocasión 
de la prestación de un servicio público.

5. La conducta se dirija contra niño, niña, adoles-
cente, persona de la tercera edad o adulto mayor.

6. Cuando los actos constitutivos de discriminación 
impiden al agredido el uso, goce y disfrute de uno o 
todos sus derechos fundamentales.

7. Cuando la conducta esté orientada a negar o res-
tringir derechos laborales.

Artículo 7°. El Código Penal tendrá un artículo 
134E del siguiente tenor:

Artículo 134 F. Circunstancias de Atenuación Pu-
nitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, 
se reducirán en una tercera parte cuando:

1. El sindicado o imputado se retracte públicamente 
de manera verbal y escrita de la conducta por la cual se 
le investiga.

2. Se dé cumplimiento a la prestación del servicio 
que se denegaba.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 102 del Código 
Penal.

Artículo 102. Apología del Genocidio. El que por 
cualquier medio difunda ideas o doctrinas que propi-
cien o promuevan el genocidio, o de alguna forma lo 

cometido en cualquier época o lugar, o pretendan la 
rehabilitación de regímenes o instituciones que ampa-
ren prácticas generadoras de las mismas, incurrirá en 
prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) 
meses, multa de seiscientos sesenta y seis punto sesenta 
y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para 
el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochen-
ta (80) a ciento ochenta (180) meses.

Artículo 9°. Vigencia  La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

En los anteriores términos, fue aprobado el presente 

Acta número 71 del día 15 de junio de 2011; así mismo, 
el citado proyecto de ley fue anunciado para discusión 
y votación el día 14 de junio de 2011, según consta en 
el Acta número 70 de esa misma fecha.

,
Secretario Comisión Primera Constitucional.
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